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 1º.- Con fecha 7 de abril de 2025, tuvo entrada en RENFE-Operadora, E.P.E., al amparo de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno 
(en adelante, Ley de Transparencia), una solicitud de , que quedó 
registrada con número 001-103353. A partir de dicha fecha comenzó a contar el plazo de un mes 
previsto en el artículo 20.1 de la citada ley para su resolución. 

2º.- El contenido de la solicitud, que se reproduce textualmente, es el siguiente: 

Asunto 
Gasto en taxis y autobuses de la línea de cercanías León-Cisiterna-Guardo 
Información que solicita 
Información desglosada del gasto para RENFE en taxis y autobuses sustitutivos por 
incidencias en los trenes, escasez de conductores y otros motivos para la línea Guardo-
Cistierna-León de Cercanías. 

3º.- Se solicita la elaboración de un informe sobre costes del transporte alternativo por 
carretera, con los específicos parámetros de desglose seleccionados por el peticionario, 
respecto a la línea de Cercanías León-Cistierna-Guardo.  

El grupo empresarial al que pertenece Renfe Viajeros S.M.E., S.A. publica información anual en 
la que ya se incluyen índices de calidad, desempeño y parámetros de servicio, que figura en los 
documentos de cuentas anuales e Informes de Responsabilidad Social y Gobierno Corporativo. 
Esta información, de libre acceso, facilitada en virtud del artículo 22.3 de la Ley de Transparencia, 
satisface el interés público. 

La estimación de la solicitud debe ser parcial, en cuanto no procede la elaboración del informe 
solicitado. Es doctrina consolidada del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), que 
el derecho de acceso no alcanza la elaboración de informes específicos, «ad hoc», para dar 
respuesta a una concreta solicitud de acceso, ya que daría lugar a actos futuros que exceden del 
concepto de información pública previsto en el artículo 13 de la Ley de Transparencia. En 
aplicación de dicha doctrina, no procedería proporcionar información adicional sobre el 
presupuesto destinado al transporte alternativo por carretera, por exceder del concepto de 
información pública, toda vez que implicaría la elaboración de informes inexistentes, «ex novo», 
a partir de información heterogénea no disponible en un único soporte. 

En estrecha relación con lo expuesto, procedería aplicar la causa de inadmisión del artículo 18.1, 
apartado c). Atender solicitudes de informes, que podrían multiplicarse, implicaría una carga 
administrativa desproporcionada, por no tratarse de información que pueda facilitarse 
mediante la mera agregación o suma de datos, sino que requiere un tratamiento previo (acción 
de reelaboración), al que no pueden venir obligadas, por mor de la normativa de transparencia 








